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Resumen

El articulo propone un recorrido por la evolución de las políticas de vivienda que configuraron el ur-
banismo de las modernas ciudades europeas y establecieron modelos políticos de entender y hacer 
uso del suelo público dedicado a viviendas con algún tipo de protección. Para ello, se realiza una 
aproximación al origen de la vivienda como elemento de protección social, y desarrolla la evolución de 
las políticas según diferentes momentos históricos, que supusieron puntos de inflexión en la adopción 
de estrategias para favorecer el acceso a la vivienda a colectivos vulnerables y/o con escasos recursos 
económicos.
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Introducción

El presente manuscrito pretende hacer un recorri-
do por la evolución de las políticas de vivienda 
que configuraron el urbanismo de las modernas 
ciudades europeas y establecieron modelos políti-
cos de entender y hacer uso del suelo público de-
dicado a viviendas sujetas con algún tipo de pro-
tección. Para ello, realizaremos una aproximación 
al origen de la vivienda como elemento de protec-
ción social, y desarrollaremos argumentalmente 
la evolución de estas políticas diferenciando tres 
etapas evolutivas, que coinciden con hechos his-
tóricos clave, que supusieron puntos de inflexión 
en la adopción de estrategias para favorecer el 
acceso a la vivienda a colectivos vulnerables y/o 
con escasos recursos económicos. 

Para realizar este recorrido consideramos necesa-
rio la introducción del concepto de vivienda como 
un derecho fundamental, reconocido en todos los 
marcos constitucionales europeos y que reviste 
una especial importancia dado que la no satisfac-
ción de este derecho compromete severamente la 
satisfacción de otros derechos sociales fundamen-
tales reconocidos a nivel internacional.

El derecho a la vivienda es un derecho que se 
desarrolla a partir de la Segunda Guerra Mundial, 
fruto de las enormes dificultades en muchos paí-
ses europeos con un parque de viviendas obsole-
to y seriamente afectado por la contienda bélica. 
Esto ha hecho que no sea un derecho tan desarro-
llado como aquellos derechos de primera genera-
ción y que son comunes en la mayoría de las car-
tas constitucionales de los países democráticos. 

El derecho a la vivienda no suele ser un derecho 
explícito en el marco constitucional de los países 
europeos, sin embargo, ha sido regulado a través 
de legislación específica y, en todo caso, cabría 
deducir este derecho del respeto a los derechos 
humanos reconocidos en los tratados internacio-
nales (Álvarez-Borja, 2014, p. 4).

En esta línea, la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos de 1948, ratificada por España en 
el artículo 10.2 de la Constitución Española, en el 
primer párrafo de su artículo 25 reconoce expre-
samente el Derecho de la vivienda argumentando 
que “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la 
salud, el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido y la vivienda”. En estos mismos términos 
se refieren otros pactos internacionales como el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos y So-
ciales y Culturales de 1966 en su artículo 11.

En esta definición se incluye el término “adecua-
ción” como un elemento relevante para la confi-
guración y definición del derecho a la vivienda, 
puesto que no queda definido qué requisitos son 
precisos para categorizar la adecuación de una 
vivienda. Si nos atenemos a lo defendido por el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, la adecuación de una vivienda pasa por po-
seer “calidad suficiente para asegurar la protección 
frente a los elementos, reflejar las necesidades cul-
turales de sus ocupantes (por lo que incluye vehí-
culos, caravanas, campamentos y otras estructuras 
no permanentes), estar conectada a suministros y 
saneamiento públicos y a servicios públicos y opor-
tunidades de trabajo a través de una infraestructu-

Summary

The article proposes a journey through the evolution of housing policies that shaped the urban planning 
of modern european cities, and established political models of understanding and making use of public 
land dedicated to housing with some kind of protection. To do this, an approach is made about the origin 
of housing as an element of social  protection and develops the evolution of the policies according to 
different  historical moments, which leds to turning points in the adoption of strategies to favor access  to 
housing for vulnerable groups and/or with scarce of economic resources.
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ra adecuada, así como incluir protección adecuada 
frente al desahucio forzado o sumario y ser asequi-
ble”.(Gómez-Jiménez, 2017, p. 362) Una definición 
de la adecuación de la vivienda compartida por 
la Agencia de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea (Agencia de los Derechos Funda-
mentales de la Unión Europea, 2010, p. 78).

Siguiendo a Gómez-Jiménez (2017, p. 362), tam-
bién el Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos establece como crite-
rios mínimos sobre la adecuación de la vivienda: 
la seguridad en la tenencia, la disponibilidad de 
los servicios materiales, la asequibilidad, habita-
bilidad y accesibilidad.

Además de la adecuación, apelando a los Princi-
pios Fundamentales recogidos en el Código Deon-
tológico de la profesión de Trabajo Social, la dig-
nidad humana es otro término constituyente de 
una garantía para la satisfacción del derecho a 
la vivienda (Juan-Toset, 2016, p. 14; Paniagua, 
2015). El Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos establece que 
“el derecho humano a una vivienda adecuada es 
el derecho de toda mujer, hombre, joven y niño a 
tener y mantener un hogar y una comunidad se-
guros en que puedan vivir en paz y con dignidad”, 
entendiendo la vivienda como un derecho vincu-
lado intrínsecamente a la satisfacción de otros 
derechos humanos fundamentales y como un es-
pacio adecuado, con unos servicios básicos a un 
precio razonable.

Por tanto, la consecución del derecho a la vivienda 
no se puede limitar a las características de adecua-
ción física y urbana de la misma, sino que también 
se transfiere a la satisfacción de los derechos huma-
nos de quienes la habitan, como lo es la dignidad, 
la seguridad, el desarrollo libre de la propia per-
sonalidad y la participación efectiva en la sociedad 
(Leckie, 1992, p. 18)

El derecho de la vivienda, en definitiva, es un 
derecho clave para el acceso a otros derechos 
básicos, por lo que la falta de acceso al mismo 
origina una vulnerabilidad social que se traduce 
en el menoscabo de la integridad de la persona, 
su salud, su vida familiar y social, la educación, el 
empleo y el medio ambiente (Arredondo, 2017, p. 
27; Pisarello, 2009, p. 2). 

La vivienda, sin embargo, sujeta a las tensiones 
especulativas y del mercado ha entrado de mane-
ra frecuente en conflicto con la garantía del de-
recho que comporta y la función social intrínseca 
que conlleva. 

Origen de las viviendas sociales 

La búsqueda del origen de las viviendas sociales 
nos traslada al siglo XVIII (1750-1780), a los al-
bores de la revolución industrial en Europa, más 
concretamente en Inglaterra. El éxodo rural provo-
cado por el trasvase de la mano de obra agraria al 
sector industrial centralizado en las grandes urbes, 
aumentó la población de las ciudades que se mos-
traron incapaces de absorber tal flujo migratorio. 
A comienzos del siglo XIX, las tensiones sociales 
se fueron recrudeciendo en la medida en la que 
se agravaban problemas sociales como el hacina-
miento, vivienda precaria, pobreza, lucha de clases, 
etc. (Chaves-Palacios, 2004, p. 98). Esta situación 
supuso un reto para la vivienda y alojamiento de 
la clase obrera, no por el respeto a un derecho de 
acceso de la vivienda, entonces inexistente, sino 
por dar respuesta a las deficientes condiciones de 
salubridad y riesgos asociados (enfermedades, epi-
demias, etc.) y los desórdenes públicos derivados 
de la falta de alojamiento (Rule, 1990).

La vivienda obrera, además de escasa y deficien-
te, estaba en manos del libre mercado al servicio 
de los intereses de la clase burguesa, a través del 
cual ejercía un acérrimo control de la clase obrera 
(García-Marquina, 2013, p. 172). La degradación 
del hábitat que encarnó el modelo privado de ges-
tión de la vivienda obrera durante la revolución 
industrial fue denunciado públicamente por Edwin 
Chadwick en 1842 en su informe The Sanitary Con-
dition of the Labouring Population, más conocido 
como Informe Chadwick, evidenciando la necesi-
dad de generar políticas que permitieran el acceso 
a la vivienda a la población con recursos económi-
cos más limitados (Díaz López, 2003, p. 184)

Tal fue la repercusión de este informe, junto con 
otros documentos de denuncia pública y la es-
calada de tensión social ante la precarización de 
la vivienda, que en Inglaterra, en el año 1844, se 
creó una Comisión Real de estudio de la cuestión 
que culminó en 1848 con la Public Health Act. Esta 
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ley gozó de una enorme relevancia puesto que, 
además de identificar los principales problemas 
de salud pública de la época y definir una estruc-
tura para combatirlos, posibilitó que la respon-
sabilidad de la salud pública pasara a manos del 
Estado incluyendo la responsabilidad derivada de 
las condiciones de la infravivienda (Calman, 1998, 
p. 587; Díaz López, 2003, p. 184). 

Así, en Europa, el control de la vivienda social 
pasó, en un breve espacio de tiempo, de estar en 
manos privadas a depender del Estado, inicián-
dose a mediados del siglo XIX un periodo de de-
sarrollo de normativas y legislaciones de carácter 
nacional dirigidos a la regulación, funcionamiento 
y ordenamiento de estas viviendas, que se eri-
gieron como elementos catalizadores para la paz 
social y el desarrollo económico y urbano en los 
países europeos (García-Almirall & Arends-Mora-
les, 2012, p. 5)

Este desarrollo urbano vivió su cénit a finales de 
siglo XIX con el Congreso Internacional de la Vi-
vienda de París de 1889, que supuso un hito de 
referencia internacional sobre las nuevas líneas de 
intervención en urbanismo y vivienda que se esta-
ban dando en la mayoría de los países europeos 
en los que ya habían comenzado trabajos de sa-
neamiento y demolición de viviendas con proble-
mas de salubridad, urbanización y equipamientos 
urbanos. Sin embargo, fue necesario esperar has-
ta la entrada del siglo XX para dar el pistoletazo 
de salida a la génesis y desarrollo de políticas 
de acceso a las poblaciones con rentas limitadas 
(Rodríguez-Alonso, 2009, pp. 126-127) fundamen-
talmente dirigidas, en un primer momento, a la 
construcción de viviendas para trabajadores en el 
Reino Unido, Alemania, Holanda y Escandinavia 
(Louvot-Runavot, 2001, pp. 44-45). 

Sin menoscabar el interés de estas primeras cons-
trucciones destinadas a la población con vulnera-
bilidad socioeconómica, es preciso destacar que 
estas viviendas fueron muy reducidas en número 
si se tienen en cuenta las enormes dificultades de 
acceso a la vivienda de la época. Hubo que es-
perar a la finalización de la Segunda Guerra Mun-
dial, ante los déficits de vivienda en una Europa 
arrasada por las dos contiendas internacionales, 
cuando se comienza una etapa de intensificación 
en la construcción de vivienda pública, principal-

mente de alquiler (Pareja Eastaway & Sánchez 
Martínez, 2012, p. 2) dirigidas a población con es-
casos recursos. A partir de este momento, fueron 
evolucionando los sistemas legales y políticos de 
viviendas sociales de los distintos países, siguien-
do diferentes modelos de gestión pública de las 
viviendas sociales que veremos más adelante.

Para el caso español, el origen de las políticas so-
ciales en materia de vivienda se inicia a mediados 
del siglo XIX, partiendo de iniciativas de gobier-
nos locales de ciudades como Madrid, Barcelona 
o Burgos relacionadas con la cesión de espacios 
o ayudas puntuales destinadas a la construcción 
de viviendas colectivas para la población obrera. 

La vivienda se erigió como un recurso útil para pa-
liar las problemáticas de salud pública, pues per-
mitía a la población mantener unas condiciones 
higiénicas mínimas. Sin embargo, la escasez de 
vivienda a precios económicos imposibilitaba el 
acceso a la población con menores recursos eco-
nómicos. Esta situación promovió la aprobación 
de la Ley de las Casas Baratas de 1911 (Jerez-Mir, 
2012, p. 168), esta ley supuso un hito de gran 
relevancia en la sociedad de principios del siglo 
XX, pues hasta entonces la vivienda y su gestión 
había estado en manos privadas, poco proclives a 
facilitar el acceso a colectivos vulnerables. (Castri-
llo Romón, 2003, p. 6).

A pesar del avance social que emprendió La Ley 
de Casas Baratas de 1911, ésta no contó con el 
éxito que se esperaba debido, lo que requirió diez 
años más tarde, en 1921, de la publicación de una 
nueva ley de Casas Baratas y sus posteriores mo-
dificaciones en 1924 y 1925 (Arias-González, 2011, 
p. 39) que con medidas como la facilitación del 
crédito y las primas a la construcción (Van-Halen, 
2016, p. 160) consiguieron despegar la construc-
ción de casas baratas y económicas con unos re-
sultados de construcción elevados fomentando la 
propiedad de la vivienda frente al alquiler, hasta 
que acaeció la crisis internacional derivada del 
crack de 1929 que derivó en una recesión eco-
nómica en España, que afectó, principalmente, al 
sector de la vivienda y el posterior advenimiento 
de la Guerra Civil española en 1936.

Para que el Estado español asumiera como fun-
ción propia la construcción de viviendas hubo que 
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esperar, como sucedió en el caso europeo, al pe-
riodo de posguerra. El fin de la contienda supuso 
el despegue de las políticas dirigidas a la reforma 
del urbanismo y el modelo de viviendas. Así, la 
Ley de 19 de abril de 1939, por la que se esta-
blece un régimen de protección a la vivienda de 
renta reducida y la creación del Instituto Nacional 
Vivienda (INV) encargado de fomentar la construc-
ción de vivienda protegida, es la primera norma 
relativa a la protección de la vivienda.

Evolución de las políticas sociales 
de vivienda en Europa

La evolución de las políticas de protección social 
sobre vivienda en el continente responde a tres 
etapas diferenciadas por hitos históricos que su-
pusieron puntos de inflexión en la manera de con-
cebir estas políticas. Así, la primera etapa comien-
za en los años 50, tras la finalización de la Segun-
da Guerra Mundial, que deja una Europa con un 
parque de viviendas muy deteriorado por la con-
tienda y con una población europea con grandes 
dificultades para acceder a una vivienda con unas 
condiciones mínimas a un precio asequible. Esta 
etapa finaliza en las postrimerías de los años, 70 
tras los efectos de la crisis petrolera en Europa y 
la instauración de la democracia en España. 

La segunda etapa, se extiende desde los años 80 
hasta la crisis económica de 2008. Este periodo 
se caracterizó por la intensificación de la cons-
trucción en la Unión Europea y en España por el 
desarrollo económico. Se vio truncada por el esta-
llido de la burbuja inmobiliaria que desencadenó 
una crisis económica mundial donde el derecho a 
la vivienda se vio profundamente resentido. 

La última etapa, que abarca los últimos 10 años 
hasta la actualidad, viene definida por las conse-
cuencias de la grave crisis y las profundas refor-
mas en las políticas y legislación dirigidas a resti-
tuir y reformular los derechos y garantías sociales 
que se vieron seriamente comprometidos.
 
Etapa I: desde 1955 hasta finales de 
los 70

La gran crisis económica de los años 30, las dos 
guerras mundiales y las guerras civiles en Espa-

ña y Grecia habían arrasado una buena parte del 
parque de viviendas del que gozaba Europa en 
los inicios del siglo XX, así como de las viviendas 
sociales fruto de las pioneras políticas de vivienda 
que se originaron a mediados del siglo XIX, y que 
hemos referido con anterioridad.

Como indica Rodríguez Alonso (2009, p. 127), la 
escasez de vivienda que se sufre en Europa a fi-
nales de los años 40 y la explosión demográfica 
tras la Segunda Guerra Mundial, fueron causantes 
de un periodo con una elevada construcción de 
viviendas alcanzando, a finales de los años 70 en 
el Reino Unido, Alemania y Norte de Europa, un 
volumen de viviendas adecuado a las necesidades 
de la población.

En este boom constructivo de aproximadamen-
te 30 años de duración, los poderes públicos de 
Europa (fundamentalmente países de las zonas 
Centro y Norte de Europa, ya que en los países 
del sur de Europa el boom de la construcción fue 
posterior, en torno a los años 60) invirtieron ma-
sivamente en vivienda, de manera directa a través 
de la inversión pública como lo hacían los países 
del bloque socialista, o indirecta, incentivando la 
iniciativa privada. También el modelo mixto cuajó 
en muchos países de la zona euro (Fourcaut & 
Voldman, 2013, pp. 6-7).

Así, con el objetivo de garantizar un número de 
viviendas suficiente y favorecer el acceso de toda 
la población a una vivienda adecuada, los países 
europeos, en los años 50, ponen en marcha ayu-
das que se pueden organizar en las siguientes 
categorías en función de la cronología con la que 
se han ido instaurando en este periodo de alta 
intensidad constructiva hasta finales de los 70 
(Rodríguez-Alonso, 2009, pp. 127-128):

•	 Ayudas a la producción. Destinadas a reducir 
los costes de construcción de las viviendas. 

•	 Ayudas a las personas. Destinadas directamen-
te a inquilinos que no pueden soportar el coste 
de la vivienda.

•	 Ayudas fiscales. Dirigidas a reducciones o 
exenciones tributarias por la compra o alquiler 
de vivienda.

Sin embargo, estas ayudas se centraron en gene-
rar suficiente stock de viviendas y, aunque estas 
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ayudas sirvieron para ampliar notablemente el 
parque residencial de estos países, la calidad de 
las viviendas y los servicios urbanos no fueron de 
la mano del aumento residencial.

Por su parte, a nivel nacional, la política de vivien-
da seguida en este periodo en España responde a 
dos líneas fundamentales: por una parte, facilitar 
el acceso a la vivienda en un periodo de posgue-
rra donde la falta de disponibilidad y la precarie-
dad de la vivienda era uno de los problemas más 
acuciantes, a través del desarrollo de políticas 
que favorezcan la promoción y construcción de 
nuevas viviendas. Por otra parte, derivada de la 
orientación en la que se fabricaron estas políticas 
de incentivos a la construcción, se favoreció la 
propiedad frente al alquiler (Naredo, 2010, p. 17).

Como se menciona en el apartado anterior, la 
etapa de construcción masiva en España llega a 
finales de los años 60, esto es, casi dos décadas 
de retraso con respecto al boom constructivo en 
Europa. Sin embargo, esta etapa en España ape-
nas duró una década, de 1964 a 1976, un tiempo 
récord en comparación con los 30 años invertidos 
en Europa para reconstruir el parque de viviendas 
que quedó arrasado tras las Segunda Guerra Mun-
dial (Leal, 2005, p. 67).

Como en el caso europeo, el objetivo de este de-
sarrollismo constructivo era atender a la demanda 
de vivienda debido a que el parque de viviendas 
había quedado obsoleto e insuficiente, incapaz de 
atender las nuevas realidades sociales que sur-
gieron como la migración de la población rural 
española a las ciudades. Asimismo, los Planes de 
Desarrollo Económico y Social de los gobiernos 
franquistas pusieron el foco en el acceso a la vi-
vienda de las personas con menos recursos eco-
nómicos a través de la construcción de viviendas 
protegidas.

Sin embargo, a diferencia de otros países euro-
peos, la legislación española fomentó un parque 
de vivienda de propietarios, frente a otras fór-
mulas como el alquiler. Como afirma Maldonado 
(2005, p. 68), España es un país de propietarios 
a pesar de que en el año 1950 más de la mitad 
de los hogares españoles estaba en régimen de 
alquiler, tendencia que se fue revertiendo por di-
ferentes motivos que estudiamos a continuación.

En primer lugar, por la puesta en marcha de le-
yes que favorecían la compra-venta de la vivienda 
frente al alquiler, es el caso de la Ley de Arrenda-
mientos Urbanos de 1946. Esta ley estableció la 
congelación del valor del alquiler, además de una 
prórroga indefinida de los contratos de alquiler 
con el objetivo de facilitar el acceso de la pobla-
ción con escasos recursos. Sin embargo, esta ley 
tuvo un efecto perverso, no sabemos si deseado 
o no, ya que las promociones de vivienda perte-
necían a manos privadas y los promotores encon-
traron más beneficio en la venta de las viviendas 
que en el alquiler. Esto hizo que se fomentara la 
propiedad del parque de vivienda en detrimento 
del alquiler, manteniéndose este pulso hasta la 
publicación de la nueva Ley de Arrendamientos 
Urbanos de 1994 (Leal, 2005, p. 138).

En segundo término, no es posible hablar del fo-
mento de la vivienda en propiedad sin tener en 
cuenta el Primer Plan de Viviendas Nacional de 
1955 aprobado por el Decreto de 1 de julio de 
1955, a través del cual se otorga la autorización al 
recién creado Instituto Nacional de Vivienda para 
la construcción de 550.000 viviendas de “renta 
limitada” entre 1956 y 1960, que facilitaron la re-
calificación de suelos para aumentar la edificabi-
lidad dando origen a los años del desarrollismo 
desde los sesenta hasta la crisis petrolífera de los 
años setenta que dilapidaron este modelo (Nare-
do, 2010, p. 17).

Otra fórmula con impacto en el aumento de la 
vivienda en propiedad en España fue la desgra-
vación impositiva por inversión en la compra de 
viviendas, a partir de la cual, el comprador de 
vivienda se beneficiaría de exenciones fiscales 
derivadas de la inversión realizada en vivienda, 
motivo que ha facilitado la compra-venta frente 
al alquiler. También las viviendas de protección 
oficial, o lo que es lo mismo, viviendas sociales 
destinadas a la venta, que a precios bajos com-
parados con las viviendas que ofrece el mercado 
libre (Leal, 2005).

Otro elemento es el impulso a la construcción de 
viviendas en España. La construcción de la vivien-
das no sólo cumple con el objetivo de ampliar el 
parque de viviendas para atender las demandas 
de vivienda de la población, sino también cumple 
un objetivo de fomento de la actividad económica 
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y, sobre todo, la creación de empleo en una época 
en la que España vivía aislada por la comunidad 
internacional y donde la capacidad adquisitiva y 
de ahorro era muy reducida (Van-Halen, 2016, p. 
146).

A nivel urbanístico, la legislación española vigente 
en esta primera etapa también contribuyó indi-
rectamente en la configuración de tenencia de la 
vivienda. Es el caso de la primera ley de Suelo 
de 12 de mayo de 1956. Ésta fue una ley avan-
zada que reguló el sistema urbanístico en el que 
la administración pública adquiere las competen-
cias integrales de su gestión, no siendo posible 
la actuación urbanística sin la planificación y au-
torización previa de la Administración. Introdujo, 
también, otros elementos innovadores como la 
valoración del suelo en función de la introducción 
de la clasificación tipológica de suelos, diferen-
ciando entre suelo urbano, de reserva urbano y 
rústico. Sin embargo, fue una ley que vio la luz 
sin un consenso político y con una fuerte reticen-
cia por parte de los ayuntamientos que desvirtuó 
el sentido originario de la norma y, debido a un 
insuficiente seguimiento por parte de las admi-
nistraciones locales competentes y unas medidas 
que no dieron respuesta a los cambios socioeco-
nómicos que se dieron cita en la España de los 
años 50, derivó en el desarrollo de un proceso de 
densificación de vivienda en las grandes ciudades 
y una contribución al desorden urbanístico en la 
periferia, favoreciendo una escalada importante 
del precio de la vivienda (Agudo et al., 2007, p. 
32). Por supuesto este aumento de precio bene-
fició los intereses económicos de los promotores 
que favorecían la venta de vivienda a través de la 
cual obtenían notables plusvalías.

Todo esto contribuyó a que España pasara de 
ser un país donde predominaba el alquiler en los 
años posteriores a la Guerra Civil a un país donde 
las tres cuartas partes de la vivienda son en régi-
men de propiedad y ha calado en la sociedad la 
cultura de la propiedad y la inversión en ladrillo 
para obtener rendimientos especulativos (Mateo, 
2013, p. 50).

Etapa II: de 1978 hasta 2008

Las dos últimas décadas del siglo XX vienen de-
finidas, en materia de vivienda social en Europa, 

por la crisis del petróleo, el freno en el crecimien-
to económico de los países europeos y la desapa-
rición del pleno empleo, lastrando a los Estados 
con bolsas elevadas de desempleo. Estos hechos 
tuvieron un impacto muy importante en la redefi-
nición de las políticas de vivienda en Europa.

Esta reorientación de las políticas llevó a cons-
treñir el sustento público a las viviendas sociales 
por medio de recortes presupuestarios y priva-
tización de viviendas sociales (García-Almirall & 
Arends-Morales, 2012)

En la actualidad, siguiendo a García-Almirall y 
Arends-Morales (2012), la política de vivienda 
europea ha virado de la atención a la clase tra-
bajadora a colectivos vulnerables y en riesgo de 
exclusión social en la sociedad actual, donde la 
cohesión social supone un reto a abordar en el 
siglo XXI junto con la eficiencia energética y la 
sostenibilidad de la construcción. Otro de los 
cambios notables a lo largo de la evolución de 
estas políticas en Europa es la competencia cada 
vez más autónoma de gobiernos locales y regio-
nales en la confección de planes, regulaciones y 
normativas relativas a la promoción y gestión de 
las viviendas sociales con el objetivo de acercar 
la estructura administrativa a la realidad social de 
las personas demandantes de vivienda social.

Centrándonos en la vivienda social, el estudio de 
los modelos de gestión en la Unión Europea re-
viste una enorme complejidad que parte de la 
conjugación de tres elementos fundamentales 
para la estandarización de modelos: el concep-
to de vivienda social, los diferentes modelos de 
gestión de las viviendas sociales y el desarrollo 
legislativo de cada país de acuerdo a su contextos 
específico.

Una de las principales dificultades para clasificar o 
agrupar los diferentes modelos de gestión segui-
dos por los países europeos radica en la defini-
ción del concepto de vivienda social. De acuerdo 
con Pittini & Laino (2012), la Unión Europea se 
caracteriza por la enorme diversidad de situacio-
nes, concepciones y de políticas de los estados 
miembros, siendo varios los conceptos que se 
dan cita para la definición del significado de vi-
vienda social, ente ellos encontramos, el tipo de 
ocupación (venta o alquiler), la titularidad pública 
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o privada de los proveedores, las características 
socioeconómicas de las personas beneficiarias y 
el modo de financiación de las viviendas. En torno 
a estos conceptos existe un amplio espectro de si-
tuaciones y regulaciones para la consideración de 
vivienda social entre los distintos estados miem-
bros. Por tanto, la construcción de una definición 
común de vivienda social resulta complicada. 

Atendiendo a esto, la Unión Europea, con el ob-
jetivo de estandarizar la información relativa a vi-
viendas sociales procedentes de los distintos paí-
ses de la Unión, toma como referencia lo expuesto 
en el II Informe Bienal sobre Servicios Sociales de 
Interés General donde se establece que la provi-
sión de vivienda social incluye;

“el desarrollo, alquiler o venta y manteni-
miento de viviendas asequibles y su atribu-
ción y gestión, que puede igualmente com-
prender la gestión de las propiedades inmo-
biliarias y el su entorno. Asimismo, la gestión 
de la vivienda social puede incluir aspectos 
sociales, sirva de ejemplo, los servicios so-
ciales que incluyen programas de vivienda o 
realojamiento para grupos específicos, o ser-
vicios de gestión de deudas para hogares de 
bajos ingresos.” (Comisión Europea, 2010).

En segundo lugar, parece claro que en los dis-
tintos países europeos se han seguido modelos 
diferentes de gestión de viviendas sociales, en 
función de la historia, los recursos y la evolución 
legislativa y de prestación de servicios que impera 
en cada país, esto ha contribuido a dificultar un 
consenso generalizado en torno a la clasificación 
y regulación de estos modelos de gestión. Así nos 
encontramos en la literatura científica diversas 
clasificaciones según diferentes criterios que es-
bozan comunalidades entre los modelos de ges-
tión de los distintos países europeos.

Es el caso de Lachambre, citado por Juan-Toset 
(2012, p. 454), que clasifica los modelos de ges-
tión de las políticas de viviendas en dos grandes 
sistemas en función de su trayectoria histórica. 
Por una parte, encontramos el “sistema político” 
donde se sitúan países como Reino Unido (hasta 
1988), Portugal, Irlanda, Luxemburgo y España, 
cuya característica común es que el parque de 
viviendas sociales es configurado de acuerdo a 

intereses o criterios políticos, sin tomar en cuenta 
las condiciones económico-financieras del país y 
estableciendo precios muy por debajo de las vi-
viendas sometidas al libre mercado fijados de ma-
nera arbitraria, sin tener en cuenta la capacidad 
de renta de las personas inquilinas. La gestión de 
las viviendas corre a cargo de sociedades conce-
sionarias o instituciones públicas.

Un segundo sistema lo componen aquellos países 
como Alemania, Austria, Holanda, Dinamarca y 
Reino Unido (desde 1988), que buscaron un equi-
librio entre el precio del alquiler de la vivienda 
y los ingresos de la población residente, es el 
llamado “sistema económico” que descarga su 
gestión en instituciones sin ánimo de lucro inde-
pendientes de la administración pública.

Por su parte, el Parlamento Europeo (2006) rea-
lizó una clasificación de los modelos de gestión 
de acuerdo al criterio de volumen de aportación 
económica de cada país dedicado a la política de 
viviendas. Como resultado se obtienen cuatro blo-
ques conformados de la siguiente manera:

•	 Países con una aportación superior al 3% del 
PIB a la política de vivienda. Entre los que se 
encuentran Países Bajos, Suecia y Reino Unido, 
donde los parques de viviendas sociales de al-
quiler son muy extensos.

•	 Países con una aportación entre el 1 y el 2% 
del PIB. Es el caso de países como Austria, 
Dinamarca, Francia y Alemania.

•	 Países con una aportación aproximada al 1% 
del PIB. Irlanda, Italia, Bélgica, Finlandia y Lu-
xemburgo son sus máximos exponentes y se 
caracterizan por tener una elevada vivienda en 
propiedad frente a un parque de viviendas so-
ciales en alquiler reducido.

•	 Por último, países con una aportación inferior 
al 1% del PIB, como son España, Portugal y 
Grecia, donde la propiedad de la vivienda es el 
sector ampliamente mayoritario, con un parque 
vivienda social de alquiler exiguo.

Otra clasificación viene dado por el Observato-
rio Europeo de la Vivienda Social, cuyo criterio 
se establece por el tamaño de población aten-
dido. Así, distingue países con un modelo “uni-
versalista”, esto es, que su política de viviendas 
propone objetivos de vivienda de calidad a pre-
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cios asequibles para el conjunto de la población, 
entre ellos destacan Países Bajos, Dinamarca o 
Suecia. Y, en segundo lugar, el resto de países 
europeos que constituyen el modelo “focalizado” 
donde la vivienda social está dirigido a colectivos 
concretos o grupos vulnerables (García-Almirall & 
Arends-Morales, 2012, p. 8)

Por tanto, la definición de modelos políticos en el 
ámbito de la vivienda en Europa va a depender 
de los criterios que se tomen en cuenta para la 
clasificación de las políticas de viviendas de cada 
país, no obstante, sí parece que en países del 
Norte de Europa se ha apostado por modelos más 
garantistas que en los países del Sur, realizando 
importantes inversiones en materia de vivienda, 
ajustándose a la realidad socioeconómica de las 
personas demandantes de viviendas e incluyendo 
un mayor rango de población susceptible de be-
neficiarse de estas políticas. 

Para el caso español, esta segunda etapa de fi-
nales del siglo XX y comienzo del XXI en España, 
viene definida, además de por las anteriormen-
te descritas características económicas y políticas 
que afectaron a Europa, por la finalización del ré-
gimen franquista y el alumbramiento y desarrollo 
de la Constitución Española de 1978. 

De acuerdo con Agudo-Zamora (2008, p. 7) la co-
rriente europea de finales del siglo XX de incluir 
en sus marcos constitucionales un listado de de-
rechos sociales que constituyera un marco jurídico 
de garantías sociales sobre el que basar un Esta-
do Social de Derecho, influyó en la redacción de 
la Constitución Española que dedicó su Capítulo 
III a la enumeración de los “Principios rectores de 
la política social y económica” y en su artículo 47 
recoger el acceso y disfrute a una vivienda digna 
y adecuada como uno de los derechos sociales 
fundamentales. 

Esta visión social y de derecho de la vivienda 
supone un revulsivo conceptual que incorpora a 
la vivienda en el ara de los derechos que deben 
ser protegidos por los poderes públicos, especial-
mente ante aquellos colectivos vulnerables con 
dificultades en su acceso y sostenimiento, para 
los que es necesario introducir políticas activas 
que favorezcan la satisfacción de este derecho. 
Aunque, como veremos, la puesta en práctica de 

este derecho no alcanzó los objetivos previstos 
en la Norma (Vinuesa & Porras, 2017, p. 104)”pa-
ge”:”101-126”,”volume”:”35”,”issue”:”1”,”sour-
ce”:”revistas.ucm.es”,”abstract”:”Tras el último 
boom inmobiliario y la consiguiente crisis, con 
efectos económicos sobradamente conocidos, hay 
que volver a insistir sobre la necesidad de aban-
donar un modelo de desarrollo urbano gobernado 
por el negocio inmobiliario y ajeno a criterios de 
racionalidad, equidad y sostenibilidad en el uso 
del territorio y en la construcción de espacio re-
sidencial. La vivienda, antes que un alojamiento, 
es un activo económico. Su mercado es la pieza 
fundamental de ese modelo que ignora su papel 
estructurante del territorio y su condición de es-
pacio necesario para satisfacer un derecho básico. 
Se propone una reflexión sobre las raíces del ac-
tual modelo y se subrayan sus consecuencias en 
forma de despilfarro territorial y en el agravamien-
to de las dificultades para acceder al uso de una 
vivienda digna y adecuada. Finalmente, se hacen 
valoraciones a nivel local de los efectos del actual 
modelo, de las necesidades de vivienda y de las 
oportunidades de utilización del parque residen-
cial existente.

Así, la asunción del derecho a la vivienda por par-
te de los políticos se une a los frenéticos cam-
bios que se viven en la España de finales de los 
años 70 y la década de los 80, en la que vivió 
una época de ruptura con el régimen anterior y 
abrazó a las nuevas libertades y garantías que 
ofrecía el marco constitucional y que favoreció 
cambios profundos en todos los órdenes, social, 
artístico, económico y político, que, por supues-
to, tuvo implicaciones en las viviendas sociales y 
su gestión.

Unido a ello, la incorporación de España a la 
Unión Europea en los años 80, trajo consigo 
unas condiciones favorables a la recalificación y 
revalorización urbana que propició el aumento 
desproporcionado de negocios especulativos li-
gados al ladrillo (Naredo, 2010, p. 22). Esto des-
embocó en una intensificación de la construcción 
de vivienda promovida por una bajada de los 
tipos de interés en la zona Euro que hizo que 
los inversores vieran en la vivienda una opción 
segura por la que apostar. También, atraídos por 
esta bajada de tipos de interés, se provocó una 
enorme demanda de hipotecas por parte de las 
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familias españolas para la adquisición de una vi-
vienda en propiedad (en el año 2000 el 82% 
de españoles vivía en una cada en propiedad) 
(Lube, 2013, p. 68). Fruto de esta intensifica-
ción España, pasó de tener déficits de viviendas 
a un peligroso excedente del 48%. Este ritmo 
frenético de construcción, inversión y solicitud 
de crédito hipotecario terminó por generar un 
concepto de vivienda dominado por un interés 
mercantil, olvidando el interés social de la misma 
coincidiendo con el debilitamiento del Estado del 
Bienestar. Asimismo, la participación del Estado 
en la vivienda de protección oficial se redujo de 
una manera drástica pasando de un 60% de vi-
vienda protegida promovida por el Estado en los 
albores de los años 80, a menos del 10% en los 
primeros años del siglo XXI (Pereda, Actis, & de 
Prada, 2004, p. 15)

Como cabía esperar, este aumento de vivienda 
generó consecuencias positivas cuya cita sería in-
eludible en este artículo. La población en general 
se benefició de una sustancial mejora de las con-
diciones de la vivienda y la posibilidad de acceso 
a una casa en propiedad se hizo extensible a 
gran parte de la población, algo impensable para 
generaciones anteriores. Sin embargo, el carácter 
mercantil y de inversión que adquirió la vivienda 
en España supuso que se disparara la especu-
lación sobre la vivienda. El desequilibrio entre 
la oferta y la demanda de vivienda unido a la 
permisividad en la inversión especulativa contri-
buyeron a la escalada exponencial de precio de la 
vivienda que desató la burbuja inmobiliaria entre 

los años 1998 y 2005, ver Figura 1, que aumentó 
de una manera desproporcionada llegando a du-
plicarse el valor en menos de una década (Lube, 
2013, p. 70; Méndez -Valle & Plaza-Tabasco, 2016, 
p. 103)

El laissez-faire de la Administración estatal ampa-
rada en el crecimiento del PIB, el crecimiento de 
la construcción y el aumento del nivel de renta, 
en lugar de acotar una demanda que reajustara 
el equilibrio con la oferta de vivienda y contu-
viera la escalada de precio, y limitar el acceso al 
crédito jugó un papel fundamental en la recesión 
acaecida a finales del año 2007 (Navarro, Torres 
& Garzón, 2011) fruto del estallido de la burbuja 
inmobiliaria que afectó directamente a las familias 
y a los colectivos con mayor vulnerabilidad social 
que se vieron incapaces de afrontar los gastos 
hipotecarios ante las consecuencias directas de 
la crisis financiera, como fueron el aumento del 
desempleo y la bajada de salarios en un contexto 
de un elevado endeudamiento familiar. 

Esto, unido a la falta de vivienda de alquiler, que 
no era deseada porque no dejaba los beneficios 
que se conseguían con el libre mercado de la vi-
vienda en propiedad, condujo a una situación de 
desigualdad social donde los colectivos con me-
nos recursos económicos tenían dificultades para 
acceder a viviendas, teniendo que ocupar espa-
cios urbanos con viviendas devaluadas por la de-
gradación de los edificios y con escasos recursos 
urbanos, generando un proceso de segregación 
residencial en pleno siglo XXI.

Figura 1. Precio de la vivienda libre en España desde 1998 a 2007. (euros/m2)
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Etapa III: de 2008 a la actualidad

Esta etapa se dirime entre las consecuencias de 
la profunda crisis que sucedió al estallido de la 
burbuja inmobiliaria y los esfuerzos de la admi-
nistración pública por corregir, a través de la mo-
dificación y generación de un nuevo marco nor-
mativo, los desajustes que esta crisis provocó en 
el Estado y, por supuesto, en las Comunidades 
Autónomas.

Consecuencias del estallido de la burbuja
inmobiliaria

En cuanto a las consecuencias urbanas y terri-
toriales derivadas de la lógica económica de la 
construcción de viviendas y la trayectoria de ad-
quisición de viviendas en propiedad se ha gene-
rado, en primer lugar, un parque de viviendas so-
ciales de alquiler escaso, ya que el mercado libre 
domina notoriamente la promoción de viviendas. 
En segundo lugar, el modelo urbanístico resultan-
te de la injerencia de esta lógica especulativa ha 
seguido un derrotero incontrolado, masificando 
de viviendas las zonas de interés privado y de-
jando en España zonas prácticamente deshabita-
das, ocupando la primera posición en el ranking 
de países con más localidades abandonadas y 
destrucción del patrimonio inmobiliario (Naredo, 
2010, p. 23). Asimismo, la intensificación cons-
tructiva y la necesidad de generar rendimiento 

económico ha derivado en un parque inmobilia-
rio de escasa calidad tanto en la vivienda como 
en los espacios urbanos, ya que se construyó sin 
atender a los estándares urbanísticos que fijaban 
las normativas en este ámbito.

Las consecuencias en la esfera de lo económi-
co han sido las más evidentes. Cuando la falta 
de liquidez se consolidó debido al estallido de 
la burbuja inmobiliaria, dejó al descubierto una 
alta tasa de endeudamiento público y privado así 
como desequilibrios financieros que llevaron a la 
economía en España a una profunda crisis, dando 
al traste con las inversiones en promoción inmo-
biliaria de empresas y bancos que vieron cómo la 
morosidad se convertía en un problema estructu-
ral que ha puesto a la economía española en una 
situación crítica (Naredo, 2010, p. 24).

Por último, las consecuencias sociales no tardaron 
en ponerse de manifiesto: el aumento del paro, el 
incremento del empobrecimiento de la población 
y las dificultades de afrontar los gastos de la vi-
vienda, por un lado, y el acceso a la misma, por 
otro, fueron los primeros testigos de una precari-
zación del Estado de Bienestar como no se había 
conocido en España en las últimas décadas (Nare-
do, 2010, p. 25). La facilidad de acceso al crédito, 
promovida por las entidades bancarias, provocó 
un sobreendeudamiento en la población que, con 
la falta de liquidez y el aumento del paro, imposi-

Fuente: (Colau & Alemany, 2013)

Figura 2. Lanzamientos y ejecuciones hipotecarias en España
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bilitaron el afrontamiento de las hipotecas y cré-
ditos, conllevando una ola de ejecuciones hipo-
tecarias y desahucios antes desconocidos (Pareja 
Eastaway & Sánchez Martínez, 2012, p. 154), que 
trajo consigo enormes consecuencias sociales es-
pecialmente a la población más vulnerable y con 
menores recursos para la supervivencia socioeco-
nómica.

Reestructuración de las políticas de vivienda
ante la crisis habitacional

Fruto de estas graves consecuencias, se llevó a 
cabo en toda Europa una reestructuración de las 
políticas de vivienda, especialmente en España e 
Irlanda donde la burbuja inmobiliaria afectó con 
más virulencia (Pareja-Eastaway & Sánchez-Mar-
tínez, 2015, p. 154)al igual que en otros campos 
como la educación o la sanidad, es responsabi-
lidad del estado garantizar que todo ciudadano 
tenga acceso a la vivienda. Durante décadas, la 
política de vivienda en España no ha servido úni-
camente a este objetivo sino que ha considerado 
el sector inmobiliario como un elemento dinámico 
en el crecimiento del Pib español y ha reforzado la 
expansión y crecimiento del mismo, en particular 
en lo que concierne a la vivienda en propiedad. 
A partir del año 2008, la crisis económica y el 
colapso financiero han tenido unas consecuencias 
dramáticas en el sistema de vivienda español: la 
vulnerabilidad financiera de las familias ante la 
responsabilidad de asumir sus gastos en vivienda, 
el riesgo al  desahucio,  las  ejecuciones  hipote-
carias,  el  número  elevado  de  viviendas  vacías  
y  un  sector \ninmobiliario estancado son, entre 
otras, las más destacadas. \nLa política de vivien-
da, hoy más que nunca, debe dar respuesta a mu-
chos de los problemas \nque presenta la vivienda 
en España: a los ya tradicionales de asegurar el 
acceso a una vivienda digna (no necesariamente 
de propiedad. 

En primer lugar, España frenó la implementación 
de las políticas tradicionales ante las dificultades 
de acceso de la vivienda como son la provisión de 
Viviendas de Protección Oficial (VPO) y el desarro-
llo de Planes de Vivienda plurianuales dirigidos 
a revertir la situación. La escasez crediticia y la 
falta de liquidez abocaron estas políticas al fraca-
so. La compra venta de VPO en España se redujo 
de cerca de 70.000 viviendas en 2013 a 15.264 

en 2015, quedando por debajo del 5% del total 
de compra-ventas de vivienda en este año (Pare-
ja-Eastaway & Sánchez-Martínez, 2015, p. 162)al 
igual que en otros campos como la educación o la 
sanidad, es responsabilidad del estado garantizar 
que todo ciudadano tenga acceso a la vivienda. 
Durante décadas, la política de vivienda en Espa-
ña no ha servido únicamente a este objetivo sino 
que ha considerado el sector inmobiliario como 
un elemento dinámico en el crecimiento del Pib 
español y ha reforzado la expansión y crecimiento 
del mismo, en particular en lo que concierne a la 
vivienda en propiedad. A partir del año 2008, la 
crisis económica y el colapso financiero han teni-
do unas consecuencias dramáticas en el sistema 
de vivienda español: la vulnerabilidad financiera 
de las familias ante la responsabilidad de asu-
mir sus gastos en vivienda, el riesgo al  desahu-
cio,  las  ejecuciones  hipotecarias,  el  número  
elevado  de  viviendas  vacías  y  un  sector \
ninmobiliario estancado son, entre otras, las más 
destacadas. \nLa política de vivienda, hoy más 
que nunca, debe dar respuesta a muchos de los 
problemas \nque presenta la vivienda en España: 
a los ya tradicionales de asegurar el acceso a una 
vivienda digna (no necesariamente de propiedad. 
Era frecuente en los años de la crisis encontrar 
nuevos adjudicatarios de VPO en propiedad que 
no podían acceder a la vivienda demandada por 
falta de crédito hipotecario teniendo que renun-
ciar, por tanto, a la vivienda.

Ante esta situación los Planes de Vivienda esta-
tales y, como veremos más adelante, también los 
autonómicos, trataron de poner en valor el alqui-
ler y la rehabilitación en detrimento de la venta 
de vivienda. De hecho, el Plan Estatal de Vivien-
da 2013-2016 es el primer plan que no incluye la 
promoción de viviendas protegidas destinadas a 
la venta. Esta reorientación de la política de vi-
vienda busca, por una parte, facilitar el acceso a 
la vivienda a través de la reducción del importante 
stock de viviendas sin vender y, por otra parte, la 
promoción pública de viviendas de alquiler en un 
periodo de emergencia habitacional (Pareja-Eas-
taway & Sánchez-Martínez, 2015, p. 164)al igual 
que en otros campos como la educación o la sa-
nidad, es responsabilidad del estado garantizar 
que todo ciudadano tenga acceso a la vivienda. 
Durante décadas, la política de vivienda en Espa-
ña no ha servido únicamente a este objetivo sino 
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que ha considerado el sector inmobiliario como 
un elemento dinámico en el crecimiento del Pib 
español y ha reforzado la expansión y crecimiento 
del mismo, en particular en lo que concierne a la 
vivienda en propiedad. A partir del año 2008, la 
crisis económica y el colapso financiero han tenido 
unas consecuencias dramáticas en el sistema de 
vivienda español: la vulnerabilidad financiera de 
las familias ante la responsabilidad de asumir sus 
gastos en vivienda, el riesgo al  desahucio,  las  
ejecuciones  hipotecarias,  el  número  elevado  
de  viviendas  vacías  y  un  sector \ninmobiliario 
estancado son, entre otras, las más destacadas. 
\nLa política de vivienda, hoy más que nunca, 
debe dar respuesta a muchos de los problemas 
\nque presenta la vivienda en España: a los ya 
tradicionales de asegurar el acceso a una vivien-
da digna (no necesariamente de propiedad. Pero 
como indican estos autores, la creación de un par-
que público de viviendas de alquiler supone una 
enorme dificultad por la falta de experiencia en la 
gestión, la falta de promotores y profesionales y 
el elevado coste de la gestión de estas promocio-
nes, amén de la intervención necesaria para evitar 
la estigmatización de estas viviendas sociales que 
han sufrido en toda Europa (Wassemberg, 2004, 
p. 223). Otra de las estrategias en la política de 
vivienda en España fue la promover el alquiler 
privado, incentivando la oferta y la demanda a 
través de ayudas y exenciones fiscales.

Ante la situación de escasez de vivienda se publi-
có, a nivel estatal, la Ley 4/2013, de 4 de junio, de 
medidas de flexibilización y fomento del mercado 
del alquiler de vivienda, siendo una ley que se 
implementó con mucho retraso habida cuenta que 
las dificultades de acceso a la vivienda en España 
comenzaron a dispararse en 2008. Se desarrolló 
con el objetivo de liberalizar el mercado de la vi-
vienda de alquiler, favoreciendo las condiciones 
del propietario frente a los del arrendatario con 
el fin de hacer el alquiler más atractivo para los 
propietarios y aumentar la oferta de este tipo de 
viviendas (Pareja-Eastaway & Sánchez-Martínez, 
2015, p. 165) Unido a esto se desarrollaron otras 
políticas públicas de incentivos al alquiler como 
muestra la Tabla 1.

Otro de los dramas a solventar tras la crisis es 
el aumento indiscriminado de los desahucios y 
ejecuciones hipotecarias a raíz de la crisis inmo-

biliaria. En España, el artículo 1911 del Código 
Civil alude a la responsabilidad patrimonial uni-
versal a través de la cual “del cumplimiento de 
las obligaciones responde el deudor con todos sus 
bienes presentes y futuros” de manera que, ante 
una situación de insolvencia o deuda contraída, la 
única solución posible en la regulación normativa 
española es la ejecución hipotecaria que, debido 
a las moratorias y recargos, ha sido frecuente la 
ejecución de un desahucio y la continuación de la 
obligación de pagar la hipoteca de la vivienda de 
la que se ha sido desahuciado (Pareja-Eastaway 
& Sánchez-Martínez, 2015, p. 167)al igual que en 
otros campos como la educación o la sanidad, es 
responsabilidad del estado garantizar que todo 
ciudadano tenga acceso a la vivienda. Durante 
décadas, la política de vivienda en España no ha 
servido únicamente a este objetivo sino que ha 
considerado el sector inmobiliario como un ele-
mento dinámico en el crecimiento del Pib espa-
ñol y ha reforzado la expansión y crecimiento del 
mismo, en particular en lo que concierne a la vi-
vienda en propiedad. A partir del año 2008, la cri-
sis económica y el colapso financiero han tenido 
unas consecuencias dramáticas en el sistema de 
vivienda español: la vulnerabilidad financiera de 
las familias ante la responsabilidad de asumir sus 
gastos en vivienda, el riesgo al  desahucio,  las  
ejecuciones  hipotecarias,  el  número  elevado  
de  viviendas  vacías  y  un  sector \ninmobiliario 
estancado son, entre otras, las más destacadas. 
\nLa política de vivienda, hoy más que nunca, 
debe dar respuesta a muchos de los problemas 
\nque presenta la vivienda en España: a los ya 
tradicionales de asegurar el acceso a una vivienda 
digna (no necesariamente de propiedad.

Ante la desprotección de las familias y la debili-
dad de las políticas emprendidas para contener 
el aumento indiscriminado de ejecuciones hipote-
carias y desahucios en España (ver Figura 2 más 
arriba) surgió una fuerte movilización social para 
reivindicar el establecimiento de la donación en 
pago con carácter retroactivo, la paralización de 
los desahucios y la ampliación del parque de vi-
viendas sociales.

Destacó la intervención de la Plataforma de Afec-
tados por la Hipoteca (PAH) que con una imple-
mentación nacional pero organizada a nivel local 
luchó por la defensa de las personas afectadas 
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por la hipoteca y consiguió visibilizar socialmente 
la problemática y generó una conciencia de re-
chazo colectivo a las ejecuciones hipotecarias or-
denadas por las entidades bancarias amparadas 
por una legislación que desprotegía al colectivo 
afectado (Missé, 2016)

Como respuesta a la alarma social creada por la 
injusta política de desahucios y ejecuciones hi-
potecarias, en el año 2012, el Gobierno puso en 
marcha una serie de medidas dirigidas a proteger 

a los deudores hipotecarios que se concretan fun-
damentalmente en el desarrollo de un Código de 
Buenas Prácticas al que debían acogerse las enti-
dades financieras, a través del cual se podría rees-
tructurar la deuda, facilitar la quita de la misma o 
la dación en pago y, en segundo lugar, la puesta 
en vigor de un marco normativo de medidas ur-
gentes dirigidas a la protección de los deudores 
hipotecarios, en especial, a los que se encuentran 
en situación de vulnerabilidad social que contem-
plan, entre otras, la suspensión temporal del des-

Tabla 1. Políticas Públicas de incentivos al alquiler 

Incentivos a la oferta 
 Programa 
Préstamos blandos a arrendadores privados para 

rehabilitar 

Plan Estatal de Vivienda 2013-

2016 

 

Incentivos fiscales para los propietarios de alquiler 

privados individuales. El arrendador puede aplicarse una 

reducción del 100 por 100 de estos rendimientos en el 

IRPF si los arrendatarios tienen entre 18-30 años y un 

determinado nivel de ingresos. 

 

IRPF 

 

Creación de un fondo de vivienda social para alquilar 

 

Real Decreto-ley 27/2012 

Ley 1/2013, de 14 de mayo 

 

Programa de fomento del parque público de vivienda de 

alquiler 

 

Plan Estatal de Vivienda 2013-

2016 

Subsidios de Vivienda 2013-2016 

 Programa 
Ayudas para facilitar el acceso y la permanencia en una 

vivienda en régimen de alquiler a sectores de población 

con escasos medios económicos, de hasta el 40 por 100 

del alquiler anual con ciertos requisitos de límite de rente 

Plan Estatal de Vivienda 2013-

2016 

 

Incentivos fiscales 

 

Desgravación fiscal en IRPF 

 

Subsidios para la emancipación 

 

Ministerio de Fomento 

 
Fuente: (Pareja-Eastaway & Sánchez-Martínez, 2015, p. 166)
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ahucio. Este marco normativo viene regulado por 
la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para 
reforzar la protección a los deudores hipotecarios, 
reestructuración de deuda y alquiler social, que 
viene a modificar dos Reales Decretos-Ley de ur-
gencia que fueron el RDL 6/212, de 9 de marzo y 
el RDL 27/2012, de 15 de noviembre.

Asimismo, entre las medidas de este último RDL, 
se contempla la creación de un Fondo Social de 
Viviendas con un total 5.892 unidades, creado 
por las entidades crediticias, dirigido a ofrecer 
una cobertura a las familias en situación de vul-
nerabilidad social que han perdido su vivienda 
habitual (Pareja-Eastaway & Sánchez-Martínez, 
2015, p. 168)al igual que en otros campos como 
la educación o la sanidad, es responsabilidad del 
estado garantizar que todo ciudadano tenga ac-
ceso a la vivienda. Durante décadas, la política 
de vivienda en España no ha servido únicamente 
a este objetivo sino que ha considerado el sec-
tor inmobiliario como un elemento dinámico en 
el crecimiento del Pib español y ha reforzado la 
expansión y crecimiento del mismo, en particular 
en lo que concierne a la vivienda en propiedad. 
A partir del año 2008, la crisis económica y el 
colapso financiero han tenido unas consecuencias 
dramáticas en el sistema de vivienda español: la 
vulnerabilidad financiera de las familias ante la 
responsabilidad de asumir sus gastos en vivienda, 
el riesgo al  desahucio,  las  ejecuciones  hipote-
carias,  el  número  elevado  de  viviendas  vacías  
y  un  sector \ninmobiliario estancado son, entre 
otras, las más destacadas. \nLa política de vivien-
da, hoy más que nunca, debe dar respuesta a mu-
chos de los problemas \nque presenta la vivienda 
en España: a los ya tradicionales de asegurar el 
acceso a una vivienda digna (no necesariamente 
de propiedad

Por último, no podemos olvidar que las políticas 
de vivienda en España han seguido una línea muy 
definida desde la Ley de Arrendamientos Urba-
nos de 1946, no explorando otras alternativas de 
propiedad y alquiler que sí han tenido cierto re-
corrido en otros países europeos. La crisis de vi-
vienda desatada en 2007 ha abierto la posibilidad 
de apertura a otras alternativas que, aunque no 
suponen un porcentaje representativo, sí son la 
vía para la diversificación del modelo español de 
vivienda y evitar la dependencia de las fluctuacio-

nes del mercado de la vivienda. Estas alternativas 
como la movilización de la vivienda vacía, las coo-
perativas de vivienda o las tenencias intermedias 
impulsadas principalmente por las Comunidades 
Autónomas, sobretodo Cataluña y Andalucía, es-
tán basadas en modelos sociales de viviendas de 
otros países como Suecia y Holanda.

Conclusiones

El derecho de acceso a una vivienda es un derecho 
constitucional recogido en los principales tratados 
internacionales. Este derecho, además, supone el 
acceso a otros derechos sociales que no podrían 
materializarse si no se alcanzan unas condiciones 
dignas y adecuadas de la vivienda. Sin embargo, 
tradicionalmente las políticas de vivienda en Eu-
ropa, y más concretamente en España, han sub-
yugado esta función social al interés económico y 
especulativo de la misma, en un continente, como 
el europeo que tras las dos Guerras Mundiales, las 
contiendas civiles en varios países y el posterior 
desarrollo social y económico habido a partir de la 
segunda mitad del siglo XX han contribuido a que 
la construcción sea uno de los motores económi-
cos y de empleo más sólidos. 

La vivienda, por tanto, ha estado sometida a la 
lógica de mercado relegando su función social a 
precios asequibles por medio de la priorización 
de la venta frente al alquiler y de la especulación 
urbanística. Esta visión económica y especulativa 
de la vivienda unida a la crisis económica mundial 
sufrida desde finales del 2007 contribuyeron al 
estallido de la burbuja inmobiliaria y la posterior 
crisis de vivienda, que evidenció la supresión de 
facto del derecho efectivo de acceso a la vivien-
da, especialmente en los países europeos del arco 
mediterráneo por medio del aumento indiscrimi-
nado de ejecuciones hipotecarias y desahucios, 
que se realizaron en los años posteriores a la cri-
sis y el incremento de la demanda de viviendas 
sociales de un parque público incapaz de absor-
ber las necesidades de vivienda de la sociedad, 
afectando, principalmente, a los colectivos con 
mayor vulnerabilidad social.

Por ello, dadas las consecuencias resultantes de 
diferentes modelos de gestión de viviendas en 
todo el continente europeo y la evolución de las 
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políticas urbanísticas y de viviendas en el último 
siglo, se hace necesaria la revisión y evaluación 
de los modelos seguidos en cada país europeos 
que nos permita aprender del bagaje político y 
resultados de las políticas implementadas, para 
alertar y evitar potenciales vicios o perversiones 
de los sistemas urbanísticos implementados y de-
sarrollar modelos que potencien la vivienda como 
derecho social fundamental.
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